
 
____________________________________________________________________________ 

 
Avenida Calle 100 # 19A-50 Oficina 205, Bogotá D.C 

Bogotá, D.C. 20 de junio de 2025.                                                                          CRF-0416-2025 
 
Doctora 
CARMEN CECILIA SIMIJACA AGUDELO  
Directora de Logística (E) 
Supervisora del contrato 
Contrato No. USPEC-CTO-206-2025 
UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS – USPEC 
Correo: carmen.simijaca@uspec.gov.co  
 
 
Ref. Contrato de Interventoría No. USPEC-CTO-206-2025 - Seguimiento a los contratos de prestación del servicio de 
suministro de alimentación a la población privada de la libertad. 
 
ASUNTO: Concepto financiero y jurídico frente a la viabilidad de otrosí No. 1 modificatorio a los contratos de 
alimentación. 
 
Cordial saludo, 
 
En virtud entre el Consorcio Interventoría Integral RF y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – USPEC, 
cuyo objeto consiste en ejercer “REALIZAR INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, 
CONTABLE Y JURÍDICA SOBRE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE ALIMENTACIÓN POR EL SISTEMA DE 
RACIÓN, PARA LA POBLACIÓN PRIVADA DE LA LIBERTAD (PPL) A CARGO DEL INSTITUTO NACIONAL 
PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC), INTERNA EN LA MODALIDAD INTRAMURAL EN LOS 
ESTABLECIMIENTOS DE RECLUSIÓN DE ORDEN NACIONAL (ERON), CENTROS DE RECLUSIÓN MILITAR, 
ESTACIONES DE POLICÍA, UNIDADES TACTICAŚ A CARGO DEL INPEC Y DEMÁS CENTROS DE RECLUSIÓN 
(EXCEPTUANDO LAS PPL EN DETENCIÓN DOMICILIARIA CUYO SUMINISTRO CORRESPONDA A LA UNIDAD 
DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS – USPEC”. Y en cumplimiento de lo establecido en las 
obligaciones específicas de la interventoría en el componente administrativo y financiero, cuyo numeral 16 señala: “La 
interventoría deberá presentar al supervisor del contrato los análisis, conclusiones, recomendaciones y conceptos 
financieros sobre el desarrollo de los contratos del servicio de alimentación”, así mismo, en relación con la obligación 
del componente técnico numeral 6 cuando reza: “Verificar la viabilidad de las modificaciones y adiciones que se 
requieran de los contratos y las operaciones del servicio de alimentación, de conformidad con las normas legales 
vigentes, llevando a cabo los trámites correspondientes”, me permito manifestar que la interventoría procedió a 
efectuar el análisis financiero y jurídico tendiente a determinar la viabilidad de la modificación No. 1 de los contratos 
de alimentación, obteniendo como resultado las siguientes conclusiones: 
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CONCEPTO VIABILIDAD FINANCIERA: 
 

GRUPO 
No. 

CONTRATO 
NOMBRE DEL CONTRATISTA 

FECHA DE 
INICIO 

FECHA DE 
FINALIZACIÓN 

VALOR TOTAL 
CONTRATO (2025-

2026) 

VALOR 
PROYECCIÓN 
CENTROS DE 
DETENCIÓN 

TRANSITORIA 
HASTA DOS 

MESES 

ANTENCIÓN 
CENTROS DE 
DETENCIÓN 

TRANSITORIAS 
HASTA DOS 

MESES 

1 185-2025 UNION TEMPORAL SERVIR USPEC 16/05/2025 31/07/2026 $54.736.541.396,00 $1.367.499.280,00 31/08/2025 

2 186-2025 UNION TEMPORAL UT FOOD PRO 16/05/2025 31/07/2026 $53.041.136.124,00 $2.943.800.105,73 31/08/2025 

3 187-2025 
ARDIKO A&S SUMINISTROS Y 

SERVICIOS SAS 
16/05/2025 31/07/2026 $77.483.568.128,00 $1.271.214.507,60 31/08/2025 

4 188-2025 
UNION TEMPORAL UT USPEC 

HUILA 2025 
16/05/2025 31/07/2026 $46.682.884.448,00 $269.701.587,20 31/08/2025 

5 189-2025 UNION TEMPORAL UT FOOD PRO 16/05/2025 31/07/2026 $55.931.415.419,00 $333.644.127,80 31/08/2025 

6 190-2025 
UNION TEMPORAL CAPITAL USPEC 

2025 
16/05/2025 31/07/2026 $54.765.997.690,00 $0,00 31/08/2025 

7 191-2025 
UNION TEMPORAL CAPITAL USPEC 

2025 
16/05/2025 31/07/2026 $52.163.689.452,00 $4.421.508.271,07 31/08/2025 

8 192-2025 
ARDIKO A&S SUMINISTROS Y 

SERVICIOS SAS 
16/05/2025 31/07/2026 $56.609.480.844,00 $897.757.106,67 31/08/2025 

9 193-2025 UNION TEMPORAL SERVIR USPEC 16/05/2025 31/07/2026 $69.224.988.859,00 $8.765.295,47 31/08/2025 

10 194-2025 
UNION TEMPORAL UT UNIDOS 
ALIMENTACIÓN USPEC 2025 

16/05/2025 31/07/2026 $48.538.599.820,00 $1.480.740.107,93 31/08/2025 

11 195-2025 
UNION TEMPORAL UT MACSOL 

USPEC 2025 
16/05/2025 31/07/2026 $66.723.785.813,00 $438.569.858,80 31/08/2025 

12 196-2025 
UNION TEMPORAL UT CAMINANDO 

JUNTOS 2025 
16/05/2025 31/07/2026 $54.280.466.163,00 $2.726.726.718,40 31/08/2025 

13 197-2025 
UNION TEMPORAL UT 

INTEGRACIÓN USPEC 2025 
16/05/2025 31/07/2026 $63.682.517.381,00 $797.214.037,87 31/08/2025 

14 198-2025 
UNION TEMPORAL UT MACSOL 

USPEC 2025 
16/05/2025 31/07/2026 $57.749.611.939,00 $1.376.280.216,00 31/08/2025 



 
____________________________________________________________________________ 

 
Avenida Calle 100 # 19A-50 Oficina 205, Bogotá D.C 

GRUPO 
No. 

CONTRATO 
NOMBRE DEL CONTRATISTA 

FECHA DE 
INICIO 

FECHA DE 
FINALIZACIÓN 

VALOR TOTAL 
CONTRATO (2025-

2026) 

VALOR 
PROYECCIÓN 
CENTROS DE 
DETENCIÓN 

TRANSITORIA 
HASTA DOS 

MESES 

ANTENCIÓN 
CENTROS DE 
DETENCIÓN 

TRANSITORIAS 
HASTA DOS 

MESES 

15 199-2025 UNION TEMPORAL DIESTRA 16/05/2025 31/07/2026 $42.132.296.516,00 $511.714.799,00 31/08/2025 

16 200-2025 
SERVICIOS Y SUMINISTROS CJVN 

S.A.S 
16/05/2025 31/07/2026 $56.959.739.500,00 $138.879.054,50 31/08/2025 

17 201-2025 
SERVICIOS Y SUMINISTROS CJVN 

S.A.S 
16/05/2025 31/07/2026 $35.921.118.110,00 $1.306.956.097,89 31/08/2025 

SUMA TOTAL 
 

 $946.627.837.602,00 $20.290.971.171,92  
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Expuesto lo anterior, se realizan las siguientes consideraciones: 
 

1. La información relacionada se tomó de la información contractual del proceso de licitación pública USPEC-
LP-002-2025. 

2. Se da claridad que a la fecha se encuentra en proceso la primera certificación del proceso de facturación 
correspondiente al periodo del 16 al 31 de mayo de 2025. 

3. Se tiene previsto que los recursos adjudicados al proceso estén disponibles hasta el 31 de julio de 2026. No 
obstante, se realizará un monitoreo constante de los recursos, dado que, por la dinámica del programa, la 
variación de la PPL es altamente volátil. 

 
Las razones que sustentan esta solicitud, corresponden al contenido AUTO 897 DE 2025 del 19 de junio de 2025 
(Sala Especial de Seguimiento- Estado de Cosas Inconstitucional en el Sistema Carcelario y Penitenciario extendido 
a los Centros de Detención Transitoria), emitido por el Despacho del H. Magistrado Jorge Enrique Ibáñez Najar, por 
medio de cual la Corte Constitucional ordenó lo siguiente: 

 
“(…) 89. Si bien, conforme a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la Ley 65 de 1993, y a la interpretación 
fijada por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-122 de 2022, corresponde a cada entidad territorial 
incluir dentro de su presupuesto las partidas necesarias para sufragar los gastos de alimentación de la 
población privada de la libertad en condición de sindicada, no puede desconocerse que dicha asunción de 
competencias debe materializarse a través de una transición ordenada, coordinada y garantista. Mientras ello 
ocurre, conforme a lo previsto en la Ley 65 de 1993, adicionada por la Ley 2346 de 2024, resulta necesario 
e imprescindible que la USPEC continúe prestando el servicio de alimentación en los centros de detención 
transitoria en los que actualmente desarrolla esta función, hasta tanto se garantice un suministro continuo y 
de calidad por parte de la entidad territorial responsable, ya sea el municipio, el distrito o el departamento.  
 
90. La continuidad en la prestación del servicio de alimentación por parte de la USPEC constituye una medida 
de protección urgente y excepcional orientada a salvaguardar el derecho fundamental a la alimentación de 
las personas privadas de la libertad, quienes se encuentran bajo la custodia del Estado y no pueden 
procurarse por sí mismas los medios para su subsistencia, hasta que los municipios cuenten con las 
condiciones fiscales, administrativas y operativas para asumir integralmente esta función que les ha sido 
atribuida en virtud de las descentralización administrativa. (…)” 
 
“(…) PRIMERO. ORDENAR a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC) continuar con la 
prestación del servicio de alimentación en los centros de detención transitoria donde actualmente ejerce dicha 
función, hasta tanto la entidad territorial correspondiente, acredite la implementación de un esquema de 
suministro de alimentación que garantice condiciones de continuidad, suficiencia, calidad y adecuación. (…)”  

 
 
Coadyuvado con lo anterior, se viene haciendo a través de las instancias competentes, el seguimiento al cumplimiento 
de la responsabilidad de las entidades territoriales de asumir la competencia del suministro del servicio de alimentación 
a las personas privadas de la libertad, y que ha revelado que las mismas no podrán asumir dicha responsabilidad a 
partir del 1 de julio de 2025; no obstante, muchas de ellas (tal como lo menciona la Corte Constitucional en el AUTO 
897 de 2025), vienen haciendo los trámites administrativos, presupuestales y contractuales necesarios para llevar a 
cabo el proceso de transición a fin de asumir dichas responsabilidades.  
 



 
____________________________________________________________________________ 

 
Avenida Calle 100 # 19A-50 Oficina 205, Bogotá D.C 

Por ello, se ha estimado pertinente determinar un plazo razonable, de hasta dos meses, inicialmente, para dicho 
proceso de transición que permita evaluar qué entidades territoriales, paulatinamente, van asumiendo dicha 
competencia.  
 
En dicho periodo de hasta dos meses, se irá evaluando la asunción de la responsabilidad por parte de las entidades 
territoriales, con el correlativo desmonte gradual de la prestación del servicio por parte de USPEC, lo que garantice 
que los privados de la libertad recluidos en dichos centros transitorio, no van a quedar sin el servicio de alimentación 
ni un solo día. Todo ello a fin de dar cumplimiento a lo previsto en la ley 2346 de 2024 y a la sentencia SU-122/2022 
(como sus autos de seguimiento), particularmente el AUTO 897 de 2025 proferido por la Corte Constitucional.   
 
En este plazo de dos meses, se irá evaluando, en tiempo real, el estado de avance de la asunción de las competencias 
por las entidades territoriales, a instancia del seguimiento que las autoridades competentes vienen efectuando a dicho 
proceso de transición.  
 
De esta manera, se garantizará el cumplimiento al AUTO 897 de 2025 por parte de la USPEC, hasta tanto las 
entidades territoriales correspondientes, acrediten la implementación de un esquema de suministro de alimentación 
que garantice condiciones de continuidad, suficiencia, calidad y adecuación. 
 
En relación con la modificación del contrato:  
  
Los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, establecen que las Entidades Estatales en ejercicio de la autonomía 
de la voluntad, pueden introducir en sus contratos los pactos, estipulaciones y modificaciones que consideren 
necesarias, y según concepto No. 2278 de 2016 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, se 
señaló lo siguiente: 
 

"En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse las modalidades, condiciones y, en 
general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias y convenientes, siempre que no 
sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta Ley y a los 
de la buena administración. Por consiguiente, respecto de la autonomía de las partes contratantes, el 
legislador en el artículo 40 de la Ley 80 de 1993, dentro de un contexto de fines estatales, otorgó a las 
entidades libertad para regular la forma de convenir sus contratos, definir su contenido e incluir las 
estipulaciones que consideraran necesarias y convenientes siempre que no fueran contrarias a la 
Constitución, la ley o el orden público, y se enmarcaran dentro de los principios y finalidades de dicha ley y 
los de la buena administración". 
 

La función administrativa debe ser ejercida conforme a los principios de coordinación, concurrencia, subsidiariedad y 
complentariedad, es ante todo indispensable que se someta al principio de legalidad, en virtud del cual, a las 
autoridades públicas sólo les está permitido ejercer las competencias expresamente establecidas en la Constitución, 
la Ley y en general, en las disposiciones jurídicas aplicables en Colombia que delimitan el marco de su acción. 
 
Por ello, en principio, no es posible destinar recursos públicos del presupuesto nacional para atender la alimentación 
de personas privadas de la libertad que se encuentran detenidas preventivamente, pues dicha obligación corresponde 
a las entidades territoriales, salvo cuando, en aplicación de los principios antes señalados se haga uso de la figura de 
los Convenios de Integración de Servicios que podrán celebrarse entre la Nación y las Entidades Territoriales para el 
mejoramiento de la infraestructura y el sostenimiento de los centros de reclusión del sistema penitenciario y carcelario, 
conforme a lo establecido en el inciso final del artículo 17 de la Ley 65 de 1993. 
 
Es necesario poner de presente que, en la actualidad, el servicio de alimentación a la Población privada de la libertad 
detenida en las Estaciones de Policía a las que se refiere este documento, se ha venido garantizando por la USPEC 
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a través de los diecisiete (17) contratos de suministro de alimentación vigentes producto del proceso de licitación 
USPEC-LP-002-2025 y conforme a las verificaciones que de manera mensual se llevan a cabo por parte de esta 
interventoría, indistintamente de si las personas que allí se encuentran custodiadas, son personas condenadas o 
detenidas como resultado de una medida de aseguramiento preventiva o condenadas por la contravención de normas 
de carácter policivo, de tal suerte que, es necesario que se lleve a cabo un trabajo interinstitucional decisivo, con el 
fin de adelantar las caracterizaciones que sean necesarias para identificar la población privada de la libertad sobre la 
cual recae la obligación de sostenimiento por parte de las entidades territoriales, a efectos de avanzar en el 
cumplimiento gradual de la Sentencia SU-122/2022 y así mismo, reivindicar el papel que ha venido desarrollando esta 
importante entidad del sector público, esto es, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – USPEC, la cual, 
durante varios años, ha venido realizando un importante esfuerzo presupuestal con el fin de dar cumplimiento a las 
órdenes judiciales que le han impuesto la obligación de atender a la PPL recluida en Estaciones de Policía, recursos 
que en todo caso, podrían ayudar a mejorar el Sistema Penitenciario y Carcelario a cargo de la entidad, ayudando de 
esta manera a mejorar sus indicadores. 
 
Por otra parte, para efectuar el cálculo de esta modificación del contrato, es necesario traer a colación lo contemplado 
en el parágrafo transitorio del artículo 2 de la Ley 2346 de 2024, en relación a la continuidad de la prestación del 
servicio de alimentación para la PPL recluida en estaciones de policía:  
 

“ARTÍCULO 2. Facultad provisional para continuar prestando el servicio de alimentación en centros 
de detención transitoria por parte de la USPEC. 
(…)  
 
Parágrafo transitorio. Hasta el 30 de junio de 2025, la USPEC podrá continuar brindando el servicio de 
alimentación para personas privadas de la libertad que se encuentren recluidas en centros de detención 
transitoria garantizando la universalidad en la prestación del servicio. Vencido este plazo, este servicio deberá 
ser asumido definitivamente por las entidades territoriales, en los términos de la Sentencia SU -122 de 2022 
de la Corte Constitucional.  
 
La garantía de universalidad de la que trata el inciso primero del parágrafo transitorio no excluye la posibilidad 
de que los entes territoriales puedan disponer de recursos presupuestales para este fin. 
Con respecto de su autonomía, las entidades deberán presentar al Ministerio de Justicia y del Derecho, el 
plan de implementación del servicio de alimentación en centros de detención transitoria. a más tardar el 31 
de diciembre de 2024."  
 

Todo lo anterior es producto del análisis que el Consorcio Interventoría Integral RF ha realizado durante su labor 
como ente interventor en el marco del Contrato de Interventoría No. USPEC-CTO-206-2025 y que se considera, son 
aportes que pueden coadyuvar en la construcción de planes de acción que permitan a esta entidad dar cumplimiento 
a la SU 122/2022.  
 
En ese sentido, es importante que en primer lugar, se logre una caracterización sobre cuáles son las personas privadas 
de la libertad actualmente retenidas en Estaciones de Policía que se encuentran a cargo de la USPEC y se indiquen 
las razones fácticas, jurídicas y los sustentos documentales que acreditan dicha obligación, toda vez que tales 
presupuestos son indispensables para poder adelantar los planes de acción necesario para plantear soluciones 
interinstitucionales con las entidades territoriales y las entidades que forman parte del Sistema Nacional Penitenciario 
y Carcelario indispensables para dar cumplimiento sentencia de unificación, en tal sentido, como ente interventor y 
como entidad de carácter público, en aplicación de los principios de colaboración, coordinación, complementariedad 
y subsidiariedad y en especial, dada nuestra condición de ente interventor, continuaremos prestos a colaborar con la 
Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, órganos judiciales y los entes de control, en el preciso marco de 



 
____________________________________________________________________________ 

 
Avenida Calle 100 # 19A-50 Oficina 205, Bogotá D.C 

nuestras competencias, en lo que sea de nuestro cargo para coadyuvar al cumplimiento gradual de la sentencia de 
unificación citada. 
 
De acuerdo con lo señalado en precedencia, se considera pertinente poner de presente la necesidad de que se avance 
en el cumplimiento no sólo de la Sentencia de Unificación SU-122/2022, sino de la legislación misma que rige la 
materia, la cual se encuentra vigente desde el año de 1993, y que, sin embargo, debido a problemas estructurales en 
materia del Sistema Penitenciario y Carcelario, no ha venido siendo cumplida de manera cabal por parte de las 
entidades territoriales. 
 
En ese sentido y de acuerdo con el artículo 21 de la Ley 65 de 1993, los lugares en donde se puede detener 
preventivamente a una persona en el marco de un proceso penal o bien porque ha sido condenada por 
contravenciones que impliquen privación de la libertad, por orden de autoridad policiva son los siguientes: 
 
- Cárceles para detención preventiva a cargo de las entidades territoriales 
- Centros de detención preventiva anexos a ciudadelas judiciales 
- Pabellones para detención preventiva en un establecimiento penitenciario para condenados, cuando así lo ameriten 
razones de seguridad, separados de las demás secciones de estos establecimientos. 
 
No obstante, lo anterior, como es de su conocimiento, la situación de hacinamiento en los diversos establecimientos 
carcelarios de nuestro país, que ha sido catalogada por la Honorable Corte Constitucional como un “estado de cosas 
inconstitucional” ha llevado a que, la Policía Nacional como entidad encargada de la custodia de las personas 
sindicadas, haga uso de sus instalaciones para mantener en Estaciones de Policía a estas personas, en razón a que, 
la mayoría de entidades territoriales (departamentos, municipios, áreas metropolitanas y Distrito Capital) no cuentan 
con establecimientos carcelarios propios que permitan atender la demanda, aspecto que obedece a múltiples factores 
que forman parte de la crisis estructural del sistema carcelario y penitenciario del país. 
 
Ahora bien, como consecuencia de las omisiones por parte de los entes territoriales de atender a las personas privadas 
de la libertad preventivamente, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – USPEC, por vía de órdenes de 
tutela en su contra, ha tenido que asumir, con cargo a su presupuesto, la atención de miles de personas privadas de 
la libertad recluidas en Estaciones de Policía. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta lo anteriormente planteado frente a la necesidad de continuar el suministro de 
alimentación a la PPL recluida en EP, se considera necesario que los contratos sean modificados teniendo en cuenta 
dichos establecimientos de reclusión transitoria. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Se estima que de acuerdo la información presupuestal remitida por la entidad y el análisis financiero realizado por 
esta Interventoría (el cual se determinó con los saldos presupuestales sin ejecutar), se podrá continuar prestando el 
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servicio para la totalidad de establecimientos adjudicados a cada uno de los 17 grupos de acuerdo con el agotamiento 
presupuestal para cada uno de los grupos. Todo ello es sin perjuicio de la necesidad de que dicho servicio esencial 
no sea interrumpido y por tanto debe garantizarse que no se puede dejar ni un solo día a la población privada de la 
libertad sin la alimentación garantizada. 
 

Cordialmente, 

 
 
 
 
MARIA VICTORIA MORALES GUZMAN 
Directora de Interventoría 
Consorcio Interventoría Integral RF 
 

 
 
 
ROBERTO ROA COTES 
Subdirector jurídico 
Consorcio Interventoría Integral RF 
 

 
 
  
Cristian Rodríguez Riaño  
Coordinador Administrativo y Financiero  
Consorcio Interventoría Integral RF 
 

 
 
 
Jonathan Ortiz Silva  
Coordinador Administrativo y Financiero  
Consorcio Interventoría Integral RF 
 

 
Proyectó: Jonathan Ortiz / Cristian Rodríguez - Coordinador Administrativo y Financiero  
Revisó: Roberto Roa Cotes – Subdirector Jurídico 
Aprobó: María Victoria Morales Guzmán – Directora de Interventoría  


